2. Planes nacionales de acción para la infancia

Este panel tuvo como objetivo analizar el estado actual del diseño e implementación de los Planes Nacionales de Acción para la infancia y el papel de las organizaciones de la sociedad civil en este proceso.

En este panel participaron:

Dr. Alejandro Bonasso de Uruguay, licenciado en Filosofía y Teología; desde el año 2000 hasta la fecha es Director del Instituto Interamericano del Niño, organismo especializado de la OEA, ha sido consultado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para el programa Opción Joven, es consultor de UNICEF y Director del Instituto Nacional de Alimentación.

Dr. Jorge Freire, de Uruguay, Doctor en Medicina, director de la ONG Gurises Unidos, consultor internacional en el área niñez y adolescencia y coordinador general de la Red Latinoamericana y Caribeña por la Defensa de los Niños, Niñas y Adolescentes. También miembro directivo de organismos que nuclean ONGs a nivel latinoamericano y mundial, y profesor universitario en Atención primaria en salud en la Universidad de la República Oriental del Uruguay.

Peter Dudding, de Canadá, Máster en Trabajo Social, director ejecutivo para la Liga del Bienestar de los Niños de Canadá, organización dedicada a la protección y promoción del bienestar de los niños y codirector del Centro Canadiense de Excelencia sobre el Bienestar de los Niños. Representante de ONGs en el Comité de elaboración para los planes de acción de Canadá. Director ejecutivo de la Sociedad de Ayuda de Toronto, Canadá, una de las organizaciones de infancia más grandes de Norteamérica. 

Bruce Rivers, de Canadá, Director Ejecutivo Toronto Children´s Aid Society. 

Alejandra Meraz Velasco, representante de Brasil, es mexicana, licenciada en Economía del Instituto Tecnológico Autónomo de México y máster en Políticas Públicas de la Universidad de Chicago. Trabaja en Brasil en la Fundación Abrinq por los Derechos de la Infancia, en el área de movilización y políticas públicas. Además, fue consultora de los Institutos Ethos y Polis de San Pablo.

Coordinador: Lic. Nora Schulman, Directora Ejecutiva del Comité Argentino de Seguimiento y Aplicación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño

Palabras de la coordinadora de la mesa:

La realización de este panel de planes nacionales fue sugerida por los colegas canadienses como un tema fundamental para la Argentina. Se trata de nuestra deuda pendiente con un plan nacional, con algunos esfuerzos que en este foro se señalan, que se comenzaron a hacer desde la Secretaría de Derechos Humanos, pero que todavía no hemos logrado concretar. Se necesita un plan nacional que refleje una política diferente para la infancia, una política pública donde realmente se contemple la Convención sobre los Derechos del Niño.

El interés superior del niño debe ser principio rector 

de un plan nacional de acción

Dr. Alejandro Bonasso 

Pensar en la elaboración de un plan nacional es inconcebible sin tener en cuenta la participación tanto del gobierno como de la sociedad civil. Es decir que, si en algún momento en nuestros países se llega a lo que es un plan nacional, deberá haber en las bases un cierto acuerdo entre el gobierno, desde las áreas que tienen responsabilidades en materia de infancia, y la participación –desde el momento del diseño– de la propia sociedad civil. Por otra parte, una cosa que me parece que puede sonar a una generalidad pero que no es un tema menor es diferenciar claramente entre “el plan nacional de acción de un país” y los planes nacionales focalizados sobre diferentes materias, por ejemplo, un plan nacional de lucha contra la erradicación del trabajo infantil o contra la explotación sexual comercial.

Como director del Instituto Interamericano del Niño, percibo una gran diversidad dentro de los países de la región. Una gran diversidad respecto de los niveles de avance y coincidencia en las órbitas legales y en lo relacionado con los sistemas de protección, que hacen más bien a la órbita administrativa, y en lo que tiene que ver con las órbitas judiciales. 

Los procesos son distintos y, concretamente, en el caso de la Argentina (un país cuya administración de democracia es federal, donde las provincias tienen sus niveles de autonomía): ¿qué es lo que implica poder llegar a diseñar una acción para la infancia, un plan nacional? En primer lugar, tiene que haber un proceso, no puede tratarse de planes que salgan por decreto sino que son procesos y éstos tienen una determinada complejidad. Los países del cono sur no habían logrado, hasta hace muy poco, aprobar sus códigos de la niñez, y eso que ya han pasado quince años desde que se aprobó la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Aquí hay una lectura de trasfondo que no se puede olvidar y es que, en general, los códigos se aprueban en tiempos de dictadura; aprobar códigos en tiempos de democracia no es una tarea fácil. El propio escenario regional nos ha demostrado que muchos países que aprobaron tempranamente nuevos códigos, me refiero a los primeros años de la década de los noventa, no han variado la situación de la infancia. Supuestamente el marco legal era mejor, sin embargo, eso no fue de la mano de un verdadero cambio en un sistema de protección que efectivamente hiciera que los niños y niñas como ciudadanos sujetos a derecho estuvieran protegidos de mejor manera. De manera que yo aspiro a que la sociedad argentina, que desde hace años viene discutiendo este tema y que viene en un sistema complejo de discusión de sus nuevas leyes y nuevos códigos, comprenda que el tema es difícil porque así son las democracias. Y ojalá que este proceso, cuando terminen de salir las nuevas leyes, haya sido producto de un largo intercambio participativo. 

Seguramente, cuando las nuevas leyes se conviertan en el marco regulatorio de protección de los niños, ello no va a significar que ha habido unanimidades ni que todo el mundo va a quedar satisfecho. Simplemente, se tratará de la nueva ley o el nuevo código “posible”. Creo que en este sentido debemos ser realistas. 

De los cruces de tendencias y opiniones, que son inevitables en la elaboración de los planes nacionales de acción, surge lo que yo denomino “el tema de los principios”, que creo es insoslayable. Me refiero a que tiene que haber principios acordados, que tienen que estar detrás de estos planes nacionales de acción. En primer lugar, se debe acordar que los derechos de las niñas y de los niños son derechos humanos, se debe acordar que los niños son sujetos de derecho, que el interés superior del niño debe ser un principio rector del plan de acción, y también se debe partir de la integralidad de los derechos. No se pueden tener en cuenta algunos derechos y otros no, es decir, si cae uno de ellos caen todos. Además, se debe pensar en la universalidad, es decir que los planes nacionales de acción tienen que ser para “todos” los niños y niñas argentinos, en este caso; esto significa que no son solamente para los niños y niñas que viven bajo la línea de pobreza, porque no solamente en los hogares pobres se violan los derechos de la infancia. 

Otro punto es que todo esto tiene que ser elaborado, confeccionado, concebido con un verdadero profesionalismo, reivindicando para la elaboración de estos planes nacionales el manejo técnico, el manejo profesional, es decir, no dejar el área de la infancia como un área donde se puede seguir improvisando. En ese sentido, lo que yo propongo como parte de mi aporte a la discusión es que se tiene que hacer un cruce y es necesario comprender que un plan nacional de acción no es un “fin en sí mismo”.

Cuando se fijaron las metas para la década de los noventa, luego de la Cumbre Mundial en favor de la Infancia (donde se trabajó con el liderazgo de UNICEF), los países estuvieron monitoreando en las distintas áreas: salud, educación, mortalidad infantil, mortalidad materna, acceso al agua potable, etc., para ver si podían cumplir con las metas. Después de la Cumbre de Nueva York, luego de “diseñar” el mundo apropiado para los niños, se subraya el tema de los planes nacionales de acción. Esto es algo que nos tiene que motivar, nos tiene que dar el empuje necesario para trabajar durante un período determinado, pero también tenemos que cruzar los datos obtenidos hasta extraer “el sistema nacional de infancia”. Ahí es donde estamos tratando de que cada uno de los países de la región diseñe y elabore y tenga claro cuál su propio sistema nacional de infancia porque, de lo contrario, ocurre que se hace una serie de acciones pero nunca terminamos de saber bien dónde están ubicadas, quién tiene la responsabilidad de hacerlas, cómo se cruza eso con lo existente, cuáles son las instancias verdaderas en que se convalidan o diseñan determinadas acciones y esto nos parece absolutamente fundamental. 

Nosotros creemos en lo sistémico, de alguna manera, todos nuestros países han tenido y tienen un sistema, pero estos sistemas –a la luz de los derechos del niño– muchas veces muestran grandes carencias o muestran fortalezas y debilidades. Lo importante es que logremos tener claridad sobre cuál es verdaderamente el sistema, tanto el existente como aquel que nosotros proyectamos y hacia el que queremos encaminarnos como un marco de protección de los derechos de los niños y de las niñas. 

Teniendo como objetivo concreto la elaboración del plan, no podemos dejar de tener detrás de este proceso lo que yo llamaría el fortalecimiento institucional, el fortalecimiento del sistema de infancia de un país, en todos sus órdenes de acción, en todos sus campos y viendo en qué medida eso es posible con la participación de todos los actores, tanto del sector público como del sector privado, en una dinámica que nos permita salir del proceso fortalecidos. Creo que no hay que dejar de mirar en ningún momento el sistema nacional de protección dirigido a la infancia del país, es algo que no puede permanecer separado de la elaboración de los planes nacionales de acción. 

Buscar el compromiso y la participación de la sociedad civil 

y de los niños, niñas y adolescentes
Dr. Jorge Freire 
Voy a comentar de manera sintética un estudio que se hizo en el nivel regional con el aporte de las coaliciones y redes de los diferentes países de América latina.   

Los planes de acción nacionales son un instrumento que surge a partir de los compromisos generados entre los países durante la cumbre de la Sesión Especial para la Infancia de la Asamblea Nacional de las Naciones Unidas, desarrollada en mayo de 2002. Respecto de la Sesión Especial, hay cabe preguntamos cuánto ha cambiado la situación de los niños y adolescentes de nuestros países con relación a la que existía cuando fueron firmados los compromisos y en qué medida los planes de acción desarrollados desde entonces han tenido la calidad necesaria para poder generar esos cambios.

Considero que lo más importante de esta Cumbre de la infancia es que la Asamblea General de las Naciones Unidas haya planteado que hay que hacer un análisis y ver que pasó con los compromisos asumidos desde 1990 hasta la actualidad y, además, revisar y analizar cómo proyectamos los diez próximos años. Además, considero que estas acciones no deben realizarse con consultores o con representantes del gobierno, sentándonos en una oficina y diciendo qué pasó, sino con una participación clara y permanente, durante todo este proceso, de representantes del gobierno, de la sociedad civil y junto a los niños, niñas y adolescentes. 

Este proceso que llevó dos años y que implicó una movilización bastante grande en los diferentes países de la región, donde Argentina también tuvo su rol y sus aportes, fue bien significativo, porque marcó una modalidad para armar los documentos aprobados por las Naciones Unidas y porque marcó una responsabilidad en el seguimiento y en el involucramiento de los diferentes actores. El hecho de que la sociedad civil haya participado en ese proceso y hoy día esté participando en el seguimiento de los planes nacionales de acción, el hecho de que las niñas, los niños y adolescentes hayan participado y hoy día también se encuentren movilizados se debe a que los propios estados firmaron y consideraron pertinente que así debía ser. 

Cuando se arma el documento “Un mundo apropiado para los niños”, que se firma en mayo de 2002, se plantea como meta que en diciembre de 2003 cada país tenga sus planes de acción. Se toman diferentes tópicos y, entre ellos, se avanza sustancialmente sobre el tema de la protección integral del niño. En este proceso no sólo se toman elementos indicadores basados en modelos clásicos de salud y educación, sino que también se avanza sobre aquellos sectores vulnerados para poder dar propuestas específicas de protección integral. 

La Red Latinoamericana, de la que formo parte, busca el compromiso y la participación de todos los sectores de la sociedad civil y de los niños, niñas y adolescentes, con el propósito de ir generando los cambios necesarios que determinen que las promesas puedan llegar a ser hechos. Cuando en la Asamblea General de las Naciones Unidas se define que se haga la evaluación de la cumbre con la participación de sus diferentes actores, vemos que por primera vez en la historia se abre el juego a la participación de las ONGs, que por primera vez una cumbre sobre niñez integra sociedades civiles y, por sobre todo, que integra a los niños, niñas y adolescentes. Esta participación demuestra, por un lado, que los sujetos para quienes estamos generando propuestas tienen que formar parte del proceso de generación y, por otro lado, que luego de la Convención sobre los Derechos del Niño, cualquier plan de acción o “mundo apropiado para los niños” tiene que fundarse en una nueva visión para la infancia generada desde la situación de la protección integral. 

Este proceso tuvo grandes fortalezas y permitió el involucramiento de las organizaciones nacionales y mundiales, permitió que la información llegara a todos y eso nos hace parte protagonista: decisores y veladores del proceso. Los planes son un instrumento que hoy día tenemos para la aplicación de la Convención, son un instrumento que se otorga a partir del compromiso de nuestros estados para hacer el seguimiento sobre la plena implementación de la Convención. Es una exigencia que hemos asumido todos y es importante que los planes tengan metas claras en tiempos claros y, además, indicadores que nos permitan ir midiendo que las metas que nos proponemos se cumplen o no. 

Pero… ¿cuál es la situación actual? ¿Cuántos países han logrado tener los planes de acción? Y, sobre todo, ¿cuál es la calidad que estos planes nacionales de acción tienen de tal forma que puedan llegar a modificar la situación que viven hoy los niños y las niñas? Cuando revisamos la primera etapa en nuestra región, encontramos que la respuesta es exitosa, pues de los 26 países participantes en el diagnóstico, 11 ya cuentan con planes nacionales de acción, es decir que prácticamente el 50% ya tiene planes. Mientras el 40% restante está en proceso de elaborarlos. Esto significa que el 90% de los países está elaborando planes de acción. 

Del 40% que se halla trabajando en sus planes de acción, dos países tienen un borrador que ya está en consulta y el resto atraviesa reuniones y coordinaciones de trabajo. Por último, tres países aún no alcanzaron, a pesar de los dos años transcurridos, las condiciones mínimas necesarias para generar estos planes; ellos son Haití, Belice y Venezuela. Durante el proceso de generación de los planes, se dieron situaciones interesantes para destacar. Por ejemplo, en Brasil se da un especial interés para que se definan metas en el marco de la protección integral, promulgada por la Convención, algo que no es tan común en la mayoría de los países. En Ecuador, específicamente, el proceso hacia el plan facilita un aumento de la inversión en niñez, un rasgo positivo que tampoco se repite en otros países. En Guatemala el plan de acción integra a las mujeres y a las poblaciones indígenas, es decir que no sesga sino que integra. En Panamá también hay una clara línea de protección integral dentro del plan. Respecto de los niños y niñas, podemos citar el caso de Paraguay, donde su participación durante el proceso de constitución del plan fue muy significativa o el caso de Perú donde, si bien la participación no fue significativa durante el proceso de construcción del plan, sí se establece marcadamente hoy día, cuando los niños y adolescentes son, a nivel comunitario, los portadores de información hacia las instituciones locales de su comunidad. 

Desde el Movimiento Mundial en favor de la Infancia nos hemos preguntado: ¿cuál es realmente el impacto generado?, tantos planes… ¿han generado cambios? Lamentablemente percibimos que los cambios no se dan. El aporte de organismos internacionales apoya esta apreciación. Por un lado, el Banco Mundial afirma que, de continuar las tendencias actuales, la mayoría de los países de la región no lograran alcanzar lo planteado en los objetivos del milenio. Por otra parte, el Foro Económico Mundial dice que: “respecto a todos sus objetivos más importantes, el mundo no está logrando en absoluto dar los esfuerzos necesarios”. 

Creo que estas opiniones están apelando a que debemos replantear nuestro rol, el esfuerzo del trabajo conjunto y el desafío de lo planteado y comprometido. UNICEF, desde su oficina regional, interpela a los estados desde el marco de la Copa América preguntando cuáles son los goles que han metido los países que participaron en dicha Copa en relación con la niñez. Así inicia su planteo sobre la situación actual de la infancia en la región: más del 60% de los niños de la región menores de 12 años vive en condiciones de pobreza; el 40% recibe solamente el 14% del ingreso total y el 10% más rico recibe el 36% del ingreso. Esto quiere decir, ni más ni menos, que la inequidad en la región va en aumento, que la inversión social es un elemento cuestionado en la medida que muchos planes creados aún no tienen presupuesto. Entre estos inquietantes datos, UNICEF anuncia el tema de la mortalidad infantil y afirma que Bolivia es el país con la tasa de mortalidad infantil más alta de América latina, pero también habla de Perú y de Brasil como sociedades en riesgo. Finalmente, habla de la desnutrición crónica como un factor endémico sobre el cual los planes nacionales deben incidir de manera urgente con el fin de transformar una situación trágica. En las zonas andinas y selváticas prácticamente el 40% de los niños llega a niveles de desnutrición crónica y está desnutrición impacta sobre la educación y sobre el futuro de miles de niños y niñas. 

Creo que es fundamental hacer un seguimiento desde la sociedad civil, desde los niños y adolescentes, desde los organismos de gobierno, en conjunto, siempre involucrando a todos y pensando que los planes nacionales de acción por la infancia son una meta a la cual tenemos que llegar. 

Un Canadá apropiado para los niños 

Peter Dudding 

Mi propósito es ofrecer una idea sobre el plan de acción de Canadá, que se llama “Un Canadá apropiado para los niños” y que fue presentado ante las Naciones Unidas en abril de 2004. Mi propósito era hablar un poco sobre los ingredientes de un plan de acción exitoso y, para ello, comenzaré con la hipótesis de que todo proceso produce información que demuestra cómo puede ser mejorado, porque mi esperanza es que podamos aprender unos de otros en cuanto a cómo mejorar nuestros planes nacionales de acción. Les daré un panorama general y breve del plan nacional de Canadá y delinearé algunos de los ingredientes para el éxito de un plan de acción; también, subrayaré algunos temas sobre el bienestar de los niños. Además, se va a unir el colega Bruce Rivers, de la provincia de Ontario, para ofrecerles una perspectiva más detallada sobre el bienestar social para los niños. 

En primer lugar, les presento alguna información sobre los niños de Canadá: la población total del país es de 30 millones y, de éstos, el 7,43 son niños entre 0 y 18 años, lo que representa el 24% de la población. 1,1 millón de ellos corresponde a minorías visibles, o sea que la diversidad es un tema muy importante en nuestro país, pues alrededor de 380 mil de ellos son niños aborígenes. Luego, 1,3 millones de nuestros niños, casi 1 de cada 5, viven por debajo de la línea de pobreza, lo que indica que la pobreza es para nosotros un hecho cotidiano. Los casos de maltratos de niños denunciados desde 1998 representan 136 mil casos anuales y creemos que ese número está creciendo. Además, tenemos que decir que el 28% de la población de niños experimenta algún tipo de problema significativo, ya sea cognitivo, de comportamiento psicológico, hasta el punto de que su desarrollo se ve dañado o es vulnerable. 

También quiero contar algo sobre nuestra demografía: tenemos una tasa de natalidad que cae: 1,48 hijos por pareja. Nuestro crecimiento de población no es sustentable, hay una población que envejece y las cifras muestran que vamos a crecer a 40 millones para el año 2030, pero esto sólo se va a lograr con un 1% de migración a Canadá por año, es decir que 300 mil inmigrantes vendrán a Canadá por año para mantener el crecimiento de la población. Esto demuestra que la diversidad en nuestra población es un tema muy importante. La Convención sobre los Derechos del Niño fue ratificada por Canadá en 1991 y desde entonces todas nuestras provincias se han adecuado a ella, éstas son las buenas noticias. La mala noticia es que no ha sido incorporada a la ley local canadiense, por lo tanto, la Convención no tiene fuerza de ley en nuestro país, excepto por algunas áreas muy pequeñas. Esto, desde el punto de vista práctico, significa que, por ejemplo, a pesar de que la Convención dice claramente que uno es un niño hasta los 18 años, en algunas de nuestras provincias solamente se les da protección hasta los 16. Éste es uno de los ejemplos sobre la desconexión entre la ley, la Convención y la práctica.

Nuestro plan de acción ha sido producido por el gobierno nacional y fue presentado ante las Naciones Unidas. Es importante comprender que en ese proceso no hubo un rol formal para los gobiernos provinciales o territoriales, sólo hubo un proceso de consultas. Teniendo en cuenta que Canadá es un país muy grande, hubo cuatro consultas que se realizaron durante un período de seis meses, de enero a julio de 2003. Lo que quiero exponer es lo que llamo “los ingredientes para el éxito del plan”. Mi opinión es que estos ingredientes generan un modelo, un marco, que podemos evaluar para crear nuevos planes y avanzar. 

Uno de los ingredientes es “la visión”, el plan tiene que tener una visión, datos e información en los que se pueda confiar: ¿hay participación en el plan?, ¿los objetivos son claros?, ¿son medibles?, ¿son específicos? ¿Qué recursos tenemos disponibles para sostener la implementación del plan? En términos generales, el plan de Canadá tiene una visión muy buena porque es abarcativo e inclusivo. Contiene cuatro áreas temáticas: sostener a las familias, reforzar las comunidades, promover vidas saludables y evitar el daño en los niños, promover la educación y el aprendizaje. Es inclusivo en el sentido de que incluye a los niños y a los jóvenes de poblaciones etnoculturales; también los aborígenes han sido involucrados en el proceso. 

Otro de los aspectos ha sido contar con “defensores”. En nuestro caso, el senador canadiense activista Landon Pearson fue nuestro defensor y líder clave para avanzar con el plan. Otro ingrediente es contar con “datos e información”. En  Canadá tenemos muchos problemas con este tema. Cuando en octubre de 2003, presentamos nuestro informe ante el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, nos dijeron que el informe era muy bueno pero que se parecía a trece informes. Es decir, se veía que había trece jurisdicciones diferentes y nos criticaban. De todos modos, creo que estamos avanzando, tenemos un “Estudio nacional sobre los niños y la juventud” y esto ha sido un gran beneficio para nosotros. También estamos en la segunda etapa del estudio de “Incidencia canadiense sobre el abuso de niños”; la primera recolección de datos fue en 1998, la segunda en 2003. El problema se da básicamente en el área de los más vulnerables, donde tenemos datos muy limitados sólo a nivel provincial y con posibilidades limitadas de comparación entre las distintas provincias.

Respecto de “la participación de jóvenes y niños” hemos visto un avance, desde el lanzamiento del plan hasta el presente. Se integró un equipo de expertos en niños que ha sido muy crítico en cuanto al desarrollo del plan de acción nacional. Por otra parte, no hubo participación formal de ninguna de las trece provincias y, sin embargo, esto no significa que no apoyaron el plan sino que no se involucraron formalmente en el proceso. Las ONGs también han tenido una participación muy limitada. Más que nada, en sus inicios, se ha tratado de un proceso de gobierno a gobierno, desde el gobierno de Canadá hacia el gobierno de las Naciones Unidas. Finalmente, diría que en términos del sector comercial y la sociedad en general no ha habido una participación significativa. Ésta es una debilidad muy profunda, porque a pesar de existir el plan nacional, éste no está en la agenda cotidiana de los ciudadanos.

En término de objetivos, nuestro plan se presenta como “una acción concreta para mejorar la vida de los niños, en Canadá y también en el mundo”. Yo diría que en términos de inclusión el plan de acción nacional canadiense tiene que ver con los niños de todo el mundo. El problema es que en este marco más amplio no existen objetivos específicos, más bien se trata de indicaciones que tratan de guiar las acciones, pero no existe una expectativa precisa sobre cómo los participantes van a actuar conjuntamente. Entonces, la participación real del gobierno canadiense está limitada a mantenerse informado de las políticas, buscar datos y preparar informes. Como gobierno nacional se ve a sí mismo en un lugar de fiscalización, sin tener una participación más activa. 

Otro punto importante se relaciona con “los recursos” y esto es algo particular en cuanto a nuestro plan, porque no hay fondos nuevos, identificados, que estén de acuerdo con el plan y esto es un problema grave ya que, durante la última década, doce de los catorce gobiernos de Canadá enfrentan una situación de déficit. La transferencia del gobierno nacional a las provincias ha caído en la última década y es ella la que sostiene las acciones del plan.

Como conclusiones, podemos decir que el plan “Un Canadá apropiado para los niños” ha sido un trabajo excelente en cuanto a que nos dio una visión para saber cómo avanzar en las problemáticas de nuestro país. Presenta, aun con sus inconvenientes, algunos ingredientes importantes para el éxito, que poco a poco se van optimizando: datos e información, involucramiento activo en toda la situación, objetivos específicos y recursos adicionales, lo que nos lleva finalmente a la llamada “acción”. Para llegar a la acción, se tiene que obtener información correcta y dársela a las personas correctas en el momento correcto, para poder ejercer influencia en el cambio. 

Hoy por hoy, colectivamente, en este foro, somos un grupo clave para lograr el cambio y sería importante que pensáramos en nuestra estrategia de promoción o de apoyo colectivo, es decir, que trabajemos sobre una comprensión compartida de nuestros objetivos, que hablemos sobre nuestros valores comunes y que podamos ejercer lo que nosotros llamamos “cerebros mundiales”. Porque el estado de los niños en el mundo es un problema colectivo, no es un problema de la Argentina o de Canadá, es un problema de todos nosotros y, por eso, debemos usar nuestras mentes para solucionarlo.

Tenemos que sacar a los niños de los tribunales

La experiencia de Ontario 

Bruce Rivers

Voy a comentar cómo se desarrolla un plan nacional cuando se aplica en una de las provincias más grandes de Canadá, Ontario, donde se encuentra la ciudad de Ontario, la capital de nuestro país. Esta ciudad recibe las tres cuartas partes de los inmigrantes que llegan a Canadá.

Ontario atravesó un proceso muy abarcativo, en el cual hizo participar a los principales involucrados, es decir, a los niños, y también a las familias, a los proveedores de servicios y al gobierno. En 2003 se creo el Ministerio para Jóvenes y Niños y, a través de este Ministerio, hemos identificado algunos resultados que consideramos fundamentales para los niños. Uno de ellos es que los niños deben estar libres de peligro, daño y maltrato, que tienen que estar saludables, activos y listos para la actividad física y el aprendizaje; esto en cuanto a la escolaridad y los niveles de educación superior. Otras estrategias claves fueron provocar un sentimiento de pertenencia a la comunidad y acompañar la transición hacia la adultez. De este modo, intentamos evitar los ciclos de pobreza. También tenemos programas de desarrollo de la infancia porque sabemos que siempre hay niños en riesgo. 

El tema de los niños en riesgo se ha transformado en una prioridad en Ontario, pues el 70% de los niños son pobres y la mitad de ellos tiene madres solteras que están aisladas y son muy jóvenes, algunas viven en albergues o no tienen hogares. En este contexto, ha habido una gran demanda de servicios porque la capacidad familiar de tratar con los problemas se ha deteriorado debido a presiones económicas y sociales. Como parte de estos servicios, promocionamos entre las familias la necesidad de reportar si uno conoce alguna persona o algún niño que necesite protección o que es víctima de violencia domestica. 

En Ontario la violencia familiar aumentó un 400 por ciento. Si vamos a tomar las cosas seriamente, tenemos que reconocer que existe un gran crecimiento de las situaciones de abandono de niños y de violencia doméstica. Ante este diagnóstico, hemos pasado los últimos meses haciendo una revisión jurisdiccional y, con todo eso como base, se han tomado diferentes medidas. El gobierno, desde su nuevo Ministerio, ha decidido establecer una Secretaría y un equipo de trabajo –del que formo parte– para responder al problema identificado y convertir a Ontario en una localidad adecuada para los niños. Ese equipo es único, porque sus integrantes son médicos, abogados e investigadores con experiencia en el trabajo con padres adoptivos y con niños. Una de las cosas que hemos aprendido es que muchas de las problemáticas están conectadas y que hay que tener mucho cuidado sobre cómo hay que proceder. 

Quiero resaltar que existen siete áreas claves de actividad y les mencionaré algunas. La primera es que necesitamos ir hacia atrás y conocer las situaciones para programar las actividades futuras. En general, tendemos a hacer cambios en respuesta a una crisis, a la muerte de un niño por ejemplo, pero las cosas deben hacerse de otra manera: contando con datos y conectándonos con otras instituciones, por ejemplo, las universidades. La segunda cosa que estamos haciendo es concentrarnos en “la planificación de permanencia”, hay muchos niños en Canadá que están bajo el cuidado del Estado y que no tienen sentido de familia, estamos tratando de encontrar un concepto de familia para cada niño. Necesitamos expandir las posibilidades para que cada niño pueda encontrar esa familia, estamos trabajando en los programas de adopción y en las tutorías. También tenemos que apoyar fuertemente la intervención temprana para que los niños puedan permanecer con sus propias familias.

Estamos analizando lo que hacemos y queremos implementar un sistema de respuestas diferenciadas, por ejemplo, cuando tenemos un llamado de alguien que ha sido testigo de violencia doméstica, lo que planeamos es crear programas especiales de respuesta para esos niños y para sus familias. 

Nosotros somos una sociedad tendiente a los litigios, hay muchas decisiones que se toman en los tribunales y ése no es un buen lugar para los niños. Tenemos que sacar a los niños de los tribunales e implementar resoluciones alternativas de conflictos y enfoques de mediación, para atraer a las familias, hablar sobre los problemas y llegar a una solución para los niños. Este trabajo está en proceso, tenemos que aprender mucho de ustedes en la Argentina y en otras partes de América Central y América del Sur, por eso, es muy importante que estemos comunicados. 

Un Brasil para los niños. La sociedad brasileña y los objetivos del milenio

para la infancia y la adolescencia

Alejandra Meraz Velasco 
Voy exponer la experiencia de Brasil. Como todos sabemos, en mayo del 2002, durante la Sesión especial en favor de la infancia de la Asamblea General de las Naciones Unidas, más de 180 países se comprometieron con una serie de metas para transformar en realidad la Convención sobre los Derechos del Niño. El resultado de esta discusión se encuentra en el documento final titulado “Un mundo apropiado para los niños”, que produjo una plataforma de trabajo para los países con el objetivo de mejorar la situación de niños y adolescentes. En el segundo semestre de este mismo año, la Fundación Abrinq por los Derechos de la Infancia, una organización no gubernamental fundada en San Pablo en 1990 con la misión de promover la defensa de los derechos y el ejercicio de la ciudadanía de niños y adolescentes, inició el proyecto “Presidente amigo de los niños”, que se sumaría a otras iniciativas que venían contribuyendo con el cumplimiento de la Convención en temas como: el combate del trabajo infantil a través del programa “Empresa amiga de los niños”; la educación de calidad, con el programa “Creer para Ver” y el compromiso de las gestiones municipales para dar prioridad a políticas públicas para niños y adolescentes mediante el programa “Presidente municipal amigo de los niños”. 

Los cuatro principales candidatos a la presidencia de Brasil firmaron el compromiso “Presidente amigo de los niños” comprometiéndose a que, si eran elegidos, darían prioridad a las 21 metas del documento “Un mundo apropiado para los niños”. Con esto, se pretendía colocar en la agenda de la nueva gestión el acuerdo firmado por la gestión que estaba saliendo. Adicionalmente, los candidatos firmaron otros compromisos de gestión, incluyendo la elaboración de un plan de acción con metas anuales, previsión presupuestal para las acciones, designación de responsables, cronogramas e indicadores de monitoreo. Este plan de acción debería ser presentado en audiencia pública y aprobado por el Consejo Nacional de los Derechos de los Niños y Adolescentes (CONANDA), un órgano que delibera y controla las políticas públicas para infancia y adolescencia y que está constituido de forma paritaria por representantes del gobierno y de la sociedad civil. 

La previsión presupuestal del plan de acción debía ser incluida en las leyes presupuestarias y no podría sufrir recortes, el Poder Ejecutivo Federal tendría que montar un sistema de monitoreo del plan de acción y divulgar las informaciones sobre su ejecución anualmente. Es importante destacar que, para el diseño del plan de acción para la infancia, los gobiernos brasileños cuentan con piezas legislativas que nacieron en perfecta consonancia con la Convención sobre los Derechos del Niño. El artículo 227 de la Constitución brasileña de 1988 y el Estatuto del niño y del adolescente de 1990 fueron elaborados incluyendo los principios de la Convención, bajo una visión integral de los derechos humanos de los niños y adolescentes, derechos indivisibles de implementación recíproca y con igualdad de importancia. El Estatuto, en especial, resalta la participación y control de las acciones del gobierno por parte de la sociedad civil, principalmente a través de los Consejos de derechos municipales, estaduales y del nacional. Y como, de acuerdo con la Convención, el compromiso de velar por el cumplimiento de los derechos y de todas las piezas legislativas y compromisos de Estado que de ella se derivaron no es sólo del poder público sino también del resto de la sociedad, la Fundación Abrinq convocó a varias organizaciones que ya trabajaban con el objetivo de garantizar los derechos de los niños y adolescentes brasileños, para formar la “Red de monitoreo amiga de la infancia”. 

26 ONGs y organismos internacionales con experiencia en áreas de educación, salud, protección especial, análisis presupuestal, protagonismo infantil y juvenil, monitoreo y evaluación, comunicación y acción política, organizaciones medio y organizaciones de atención directa están hoy reunidas en la Red, una red con características orgánicas para monitorear el cumplimiento del compromiso “Presidente amigo de la infancia” y la ejecución del plan “Presidente”. En diciembre del 2003 el presidente Luiz Inácio Lula da Silva entregó durante la Quinta Conferencia Nacional de los Derechos de los Niños y Adolescentes el plan de acción “Presidente amigo de los niños y adolescentes” destinado al cuatrienio 2004-2007. En él están organizadas las acciones del gobierno federal para alcanzar las metas del documento “Un mundo apropiado para los niños”. 

El plan presenta 200 acciones a través de las cuales el gobierno federal pretende mejorar los indicadores de la situación de la infancia y la adolescencia en Brasil, acompañadas de metas fijas y presupuesto. Después de lanzado el plan de acción, la Presidencia de la República constituyó el Comité Gestor del Plan Presidente, que congrega a representantes de todos los ministerios responsables por las acciones de este plan. Este Comité está coordinado por la Secretaría Especial de Derechos Humanos y tiene como atribuciones monitorear la implementación de las acciones previstas. Por su parte, la Red amiga se organizó para analizar y responder al plan de acción. 

Las organizaciones con especialidad en las áreas de educación, salud y protección fueron responsables del análisis de la situación de una o más metas específicas y de proponer soluciones a los problemas identificados. Las organizaciones con experiencia en monitoreo y evaluación sistematizaron y repasaron la información necesaria para el análisis y la complementaron con el análisis temático. Las organizaciones que trabajan con acción política y comunicación se han articulado con el sector público y contribuyen, de manera efectiva, para mejorar la situación de los niños y adolescentes. La Secretaría ejecutiva de la Red es responsable de facilitar la comunicación entre las organizaciones y la coordinación de los trabajos, para el cumplimiento de las acciones planeadas. Los jóvenes de la Red enriquecen el análisis de las organizaciones con su aporte, frente a las políticas públicas propuestas por el Poder Ejecutivo Federal y en relación con lo que vivencien en sus comunidades.

La elaboración del primer informe de la Red de monitoreo en respuesta al plan de acción se dio en un proceso participativo, donde el análisis y las contribuciones de los miembros de las 26 organizaciones fueron incluidos. El proceso comenzó con la identificación de casi sesenta indicadores para acompañar las 21 metas y con el levantamiento y sistematización de los datos históricos, desde 1990, para casi el 75% de éstos, desagregando –siempre que fue posible– por categorías: de raza, género, nivel de ingresos y unidad de la federación. 

Para los indicadores que tenían una meta cuantitativa para el 2010, también fue calculada la tendencia futura, de tal forma que fuera posible analizar si la meta tenía o no buenas perspectivas de ser alcanzada. Con esta herramienta, los miembros de la Red analizaron la congruencia entre la situación identificada a través de los indicadores y las acciones presentadas en el plan de acción. La Red se reunió en encuentros temáticos de acuerdo con cada área de especialidad, para definir los argumentos, críticas y recomendaciones centrales. El producto de estas reuniones fue consolidado y el grupo responsable desarrolló las líneas argumentativas, juntando los indicadores y gráficos anteriormente producidos. Así surgió el informe “Un Brasil para los niños: la sociedad brasileña y los objetivos del milenio para la infancia y la adolescencia”, entregado al Comité Gestor del Plan de Acción Federal y al Consejo Nacional de Derechos de los Niños y Adolescentes en agosto del 2004.

A esta entrega seguirán acciones políticas o de gestión junto al propio Poder Ejecutivo y Legislativo, al Conanda, al Fórum Nacional de Derechos de la Infancia, con el propósito de que las recomendaciones presentes en el Informe sean consideradas en el diseño de políticas públicas para infancia y adolescencia. La intención es propiciar un diálogo constructivo entre el gobierno y la sociedad con el objetivo de identificar conjuntamente mecanismos para alcanzar las metas en el 2010. Adicionalmente otros programas de la Fundación, en especial el programa “Presidente municipal amigo de los niños”, pugnarán también por el cumplimiento de las metas de “Un mundo para los niños” en el nivel municipal.

Cada organización de la Red financia su participación, incluso los recursos necesarios para las reuniones. La intención es mantener reducido el presupuesto de la Red. Para el próximo año se presentará un proyecto de captación de recursos de largo plazo para asegurar la continuidad de las actividades de representación de la sociedad civil. 

Para un país con una población civil estimada hoy en 182 millones de personas, de las cuales el 35% son niños y adolescentes entre 0 y 17 años de edad (alrededor de 64 millones), el plan “Presidente amigo” del gobierno federal presenta acciones con un presupuesto total de 55,9 mil millones de reales para el cuatrienio 2004-2007, de los cuales más del 30% está dedicado a programas de transferencia de ingresos vinculados principalmente a servicios de atención a la salud y a la frecuencia escolar. 

Para contextualizar este número, es importante señalar que –según estimaciones del gobierno– el gasto social en Brasil alcanzó 14% del PIB en 2001, del cual sólo 7,6% es destinado a niños y adolescentes. Sirva también de contexto que en 2002 el 47% de los niños y adolescentes entre 0 y 17 años vivía con medio salario mínimo, el equivalente a 35 dólares por mes. Este porcentaje se mantuvo prácticamente inalterado desde 1992, cuando era de 50,4%. 

A continuación, reseñaré el panorama de las políticas públicas para niños y adolescentes en Brasil, según lo expuesto en el plan “Presidente Amigo de los niños y de los adolescentes”. En el área de salud se logró reducir la tasa de mortalidad infantil. Ésta tuvo una disminución de 41% entre 1990 y 2002. Sin embargo, mientras la tasa media nacional es de 28%o nacidos vivos, la del Estado de Alagoas, en el nordeste brasileño, es de 58%o nacidos vivos. La meta del plan “Presidente” para el 2007 es reducir la tasa a 24%o nacidos vivos y la meta de “Un mundo apropiado para los niños” es de 19,8% para el 2010. En el área de salud el presidente privilegia, al menos en términos presupuestarios, la transferencia de ingresos a familias en pobreza extrema y la alimentación escolar, mismos que representan 40% de los recursos identificados en el plan para salud y 95% para los recursos de seguridad alimentaria y combate del hambre.

En términos de educación, Brasil avanzó mucho, el porcentaje de niños de 7 a 14 años fuera de la escuela primaria entre 1991 y 2002 descendió del 13,4 al 3,1%. Sin embargo, el acceso no es igual para todos, el 14,2% de los niños indígenas de esta edad está fuera de la escuela. El plan “Presidente” prevé, para el 2007 (último año de esta gestión), una meta de universalización de la educación primaria e infantil, lo cual sólo será posible con estrategias diferenciadas para las poblaciones más desfavorecidas.

A pesar de haber mayor acceso a la educación, la evaluación de los exámenes de los niños es preocupante. Entre 1995 y 2001 el porcentaje de niños que llegaba a cuarto año del nivel primario prácticamente en condiciones de analfabetismo pasó del 9,1 al 22,2%. A pesar de que constitucionalmente la oferta de educación primaria no es responsabilidad del gobierno federal sino de los gobiernos municipales y estaduales se espera el liderazgo del gobierno federal para mejorar la calidad de la educación, así como ocurrió con el acceso. Según el plan “Presidente”, el gobierno destinará el 17% del presupuesto para las metas de educación en la producción de libros didácticos y el 44% a la transferencia de ingresos, condicionados a la frecuencia escolar.

En el documento “Un mundo apropiado para los niños”, el eje de protección contra todo tipo de violencia y abuso establece un desafío adicional para el monitoreo, ya que no son presentadas metas cuantitativas que nos orienten. En Brasil hay una gran deficiencia de datos para identificar la situación de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos fueron violados y que necesitan alguna forma de protección especial. 

Respecto del combate al trabajo infantil, Brasil ha conseguido grandes logros. El porcentaje de niños menores de 15 años trabajando cayó del 23,6% al 13,5% entre 1992 y 2002, sin embargo, las perspectivas para el eje de la protección como un todo no son alentadoras, si consideramos el reducido número de recursos disponibles. El presupuesto aplicado a las acciones de protección para el período 2004-2007 corresponde al 2% del presupuesto total del plan “Presidente”, con preponderancia sobre el gasto para combatir el trabajo infantil. Si bien el objetivo a largo plazo es el de reducir los recursos asignados para este eje (debido a la reducción del número de niños y adolescentes cuyos derechos son violados), ésta no es la situación actual en Brasil, donde la tasa de mortalidad por homicidio de niños y adolescentes pasó del 3,9 por cien mil habitantes en 1990 a 7,1 en el 2002. 

En relación con el eje VIH-sida, es mundialmente reconocido el efectivo programa de combate de Brasil, sin embargo, actualmente niños y adolescentes víctimas del virus o cuyas familias son diezmadas por la enfermedad no tienen programas que atiendan sus necesidades específicas. 

En términos de recursos financieros para alcanzar las metas hasta el 2010, la Red Amigo utilizó una metodología de cálculo desarrollada por la Oficina Regional para América Latina y el Caribe de UNICEF y por la CEPAL para el Plan de Acción Iberoamericano, con el fin de estimar los recursos necesarios para alcanzar un subconjunto de metas asociadas con el acceso a: educación, cuidados antes, durante y después del embarazo, vacunación, salud en la primera infancia, prevención y cuidados terapéuticos del VIH-sida y abastecimiento de agua y saneamiento. Si se comparan los valores estimados con los cálculos de la tendencia del gasto público se concluye que en la década del 2000 al 2010 será gastado apenas un 56% de los recursos necesarios, siendo identificada la mayor brecha de gasto en torno del 1% del PIB de Brasil en la educación infantil y secundaria. 

Durante el período 2004-2007, el gobierno federal gastará en total el 20% de los recursos necesarios para alcanzar las Metas del Milenio. De las 21 metas del documento “Un mundo apropiado para los niños”, ocho cuentan con una meta cuantitativa para el 2010. A partir del análisis de la Red Amiga es posible verificar que, si no son tomadas medidas especificas, apenas tres de estas metas serán alcanzadas. Ellas son: acceso a saneamiento básico, reducción de la mortalidad infantil y acceso a la escuela primaria. Para alcanzar las otras metas, las organizaciones de la Red Amiga proponen que el gobierno federal privilegie las siguientes estrategias: reducir las desigualdades y dar prioridad al gasto social (en particular al gasto con niños y adolescentes), e invertir con los gobiernos municipales y estaduales, así como con la sociedad civil, tanto en el diseño como en la ejecución de las acciones necesarias.

Una cuestión que nos preocupa es la falta de vínculo entre los Planes Nacionales en las áreas de educación, erradicación del trabajo infantil y combate del abuso y explotación sexual, y el plan nacional de acción “Presidente amigo del niño y del adolescente”, lo que nos hace suponer una falta de articulación de las políticas públicas propuestas por el propio gobierno federal. Por otra parte, es importante destacar la formación de un grupo interministerial que vela por la ejecución del plan de acción diseñado para alcanzar las metas, así como la mayor transparencia y el diálogo establecido con la sociedad civil. Actualmente aguardamos la primera revisión del plan después de un año de gobierno y esperamos que la evaluación de la sociedad civil sea tomada en consideración. Reconocemos que, de acuerdo con las atribuciones determinadas por la legislación brasileña, el cumplimiento de algunas de estas metas no depende exclusivamente del gobierno federal sino también de los gobiernos municipales y estaduales, sin embargo, ambicionamos que el gobierno federal se esmere en su papel fundamental de articulación y estímulo de los entes federados, la sociedad civil e, incluso, de la comunidad internacional, para sumar esfuerzos y alcanzar las metas en el 2010. Durante este trabajo, también hemos aprendido que la sociedad no puede dejar de presentar sus argumentos, ser crítica y movilizarse o actuar políticamente en la construcción de un mundo apropiado para los niños. 
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